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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Acta No. 147 de mayo 7 de 2018
Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia, propuestas por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados Davivienda SA, la Alcaldía de Bogotá, la Procuraduría General de la Nación  y la Defensoría del Pueblo Regionales de Cundinamarca. 

ANTECEDENTES

Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de los derechos que cita como “art. 13, 29 CN, art. 5 83 Ley 472/98”.
Expuso en ambos escritos que actúa en las la acciones populares “2018-00037” y “2018-00055” en la que el juzgado accionado se niega a concederle el amparo de pobreza que solicitó, con el fin de notificar a la comunidad sobre las mencionadas demandas.   

Luego, solicita que se ordene a la funcionaria que informe a la comunidad como lo solicitó en la acción y se le conceda el amparo de pobre, además de cumplir con lo establecido en el artículo 8 y 42 del CGP. 
Se dispuso el trámite de rigor con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela. Así lo hizo, e indicó que el 19 de abril del año que avanza se resolvió la petición relacionada con el amparo de pobreza invocado por el accionante. 
El Procurador regional de Cundinamarca, coincide con la negativa del Juzgado en negar el auxilio de pobre solicitado por el actor, por tratarse de una reclamación onerosa. 
El representante legal de Davivienda S.A., adujo la improcedencia del amparo, pues sus pretensiones se alejan del objeto de la acción de tutela. 

La Alcaldía Mayor de Bogotá, mencionó su falta de legitimación en la cusa por pasiva y solicitó su desvinculación. 

CONSIDERACIONES

Delanteramente, adviértase que si bien en precedencia esta colegiatura, con ponencia del magistrado Duberney Grisales Herrera, conoció de una acción contra la acción popular con radicado 2018-00055, tal como lo dejan ver las copias arrimadas por el juzgado accionado (pág. 204, cd. f. 18), el escenario era diferente, ya que en aquel entonces el juzgado no se había pronunciado en torno a la solicitud de amparo de pobreza formulado por el actor en la demanda. Ahora ya se pronunció y lo que se discute es que ha debido concederlo. 
Con esa claridad, recuérdese que la acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el Juzgado se niega a conceder los amparos de pobreza deprecados en las demandas contentivas de las acciones populares ya citadas. 
  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución.  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
Adicionalmente, la misma Corporación se ha encargado de precisar y reiterar, que la subsidiariedad puede darse en dos casos: cuando el proceso ya ha terminado, evento en el cual se debe analizar si se hizo uso de todos los mecanismos de defensa con que se contaba, para no revivir términos precluidos o convertir la acción de tutela en una instancia más; y cuando el proceso aún se encuentra en trámite, pues, por regla general, en este evento es improcedente la acción en vista de que no puede el juez constitucional suplir al ordinario, siempre que se inadvierta la incursión en un perjuicio irremediable
. 

  



Esa precisión es importante para la resolución de la acción de tutela radicada 2018-00177-00, pues se tiene que en la acción popular 2018-00037, el juzgado encartado resolvió sobre la solicitud de amparo de pobreza que impetró el accionante para efectos de notificar a la comunidad, mediante proveído del 19 de abril de 2018 (pág. 176, cd- f. 18), notificado por estado el 20 de abril siguiente, mismo día en que fue presentada esta tutela (fls. 8 y 12).
    



Es evidente, entonces, que para cuando se promovió la acción, la decisión en torno a la concesión del amparo de pobreza se encontraba en pleno trámite, ya que se surtía la notificación del auto que lo despachó desfavorablemente, con lo que el reclamo se torna abiertamente improcedente, pues la decisión admitía, por lo menos, el recurso de reposición, sin que sea aceptable en este escenario soslayar el uso del mecanismo ordinario de defensa judicial, tal como se reseña en el numeral 1° del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, como tampoco invadir el campo natural en el que, se repite, previa utilización del idóneo medio de defensa con el que se cuenta, debe ventilarse la protesta que dio lugar a este trámite. Solo a partir de la posición que se adopte, podría examinarse, por vía constitucional, si se vulneró o amenazó algún derecho fundamental; como no ha ocurrido así, lo que sigue es declarar la aludida improcedencia.
Improcedente también se torna la acción de tutela con radicado 2018-00185-00, que toca con idéntica solicitud de amparo de pobreza, elevada en la acción popular con radicado 2018-00055, pues en aquel asunto, ya se profirió un proveído mediante el cual se resolvió la aludida solicitud (pág. 191, f. 18), pero aquel auto no fue recurrido, de donde surge evidente la ausencia del mismo presupuesto, requisito fundamental de este tipo de trámites constitucionales. Para el efecto recuérdese que el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, dispone que esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”




Finalmente y en relación con las solitud relacionada con que se dé aplicación a las disposiciones normativas contenidas en el Código General del Proceso, halla la Sala que lo reprochado también se torna improcedente, por cuanto uno de los presupuestos generales de procedibilidad es inexistente, concretamente el que tiene que ver con que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso. Nada de ello se le ha pedido expresamente a la jueza de la causa.

  



Se insiste en que será cuando el despacho judicial tenga ocasión de referirse a ese tema, que la jurisdicción constitucional pueda estudiar si de su posición surge la vulneración de un derecho fundamental. 

 



Por tanto, sin que haya lugar a discernimientos adicionales, se declarará la improcedencia anunciada y se absolverá a los demás intervinientes, por no hallarse de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.





DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se DECLARAN IMPROCEDENTES los amparos impetrados por Uner Augusto Becerra largo contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia. 
Se absuelve a las demás entidades involucradas dentro de la presente acción de tutela.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  




� Sentencia C-543-92


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014; T-001-2017 
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Acta No. 126 de abril 24 de 2018

Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 


ANTECEDENTES


Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de sus derechos “art 13, 83, 29 CN, entre otros”. 


Expuso que presentó una acción popular ante el despacho accionado, radicada con el número “2018-81”, donde transcurrieron 3 días sin que se profiriera auto alguno.  

Como consecuencia de ello, solicitó que “Se ORDENE inmediatamente a la Juez q cumpla términos perentorios pa admitir o rechazar la acción” “Se ordene a la tutelada que inmediata/ admita la acción” (sic) y que aporte copia de unos proveídos de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 


Con auto del 11 de abril se le dio impulso al trámite con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela. 


El Procurador regional de Risaralda explicó que la función como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e intereses colectivos conforme a su estructura administrativa desconcentrada, por lo que la respectiva Procuraduría regional o provincial estará al tanto de la eventual audiencia de pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el trámite de la acción popular. 

La funcionaria indicó que el día 5 de abril recibió la demanda a la que hace referencia el demandante y mediante providencia del 10 siguiente, la rechazó por incompetencia; adicionalmente, remitió copias de las respectivas actuaciones.

CONSIDERACIONES


La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.


Pese a que las pretensiones son confusas, entiende la Sala que se acude en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado omite proferir auto que resuelva sobre la admisión o inadmisión de la acción popular “2018-81”. 

  
De acuerdo con la información suministrada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este casosno hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado se niega a darle trámite a la acción popular señalada, situación que no corresponde a la realidad.


 



En efecto, el despacho judicial informó y demostró que sí le dio impulso a la demanda, lo que ocurre es que la rechazó por falta de competencia (f. 12) y la remitió a la ciudad de Bogotá, donde debe surtirse el trámite siguiente. Además, lo hizo dentro de los tres días hábiles de que se duele el accionante, si bien se radicó la solicitud el 5 de abril pasado y el 10 ya se había proferido el auto respectivo. . 

  



Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, son inexistentes, por lo que se negará la protección invocada.


                       
 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN


En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 

Se absuelve a las demás entidades involucradas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


A su regreso, archívese el expediente.


Los Magistrados,


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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